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#SOSColombia 

 
Carta dirigida a líderes políticos y a la comunidad internacional  

Colombia dice: a la guerra nunca más. 
 
  

Desde el 28 de abril de 2021 se reactivó el Paro Nacional. Desde entonces, han sido muchos los 
sentires de las y los colombianos que siguen movilizándose e insistiendo en la necesidad de 
que el gobierno garantice mejores condiciones de vida en democracia y equidad. El Estado ha 
usado como mecanismo de respuesta la fuerza desmedida, la represión y la censura.  
    
Debido a la ausencia de una representación a las voces que claman ser escuchadas, la 
ciudadanía sigue enviando un mensaje claro: en Colombia la violencia no desiste y es tanta la 
inconformidad con las decisiones y reformas impulsadas por el Gobierno que han causado 
indignación de millones de personas que han salido a protestar de manera pacífica y con 
expresiones artísticas. Sin embargo, la constante en el país ha sido la falta de garantías y de 
respeto por el derecho constitucional a la movilización y la protesta.  
 
Cada día se reciben noticias graves de vulneraciones a los derechos humanos en Colombia. 
Entre el inicio del Paro Nacional y el 10 de mayo, Temblores ONG ha reportado 1.956 
denuncias por casos de violencia policial, entre los que se cuentan 40 homicidios que habrían 
sido cometidos, presuntamente, por miembros de la Fuerza Pública, además de denuncias 
relacionadas con detenciones arbitrarias (1003 casos), agresiones oculares (28 casos) y 
violencia sexual (12 casos). A esto se suma que la Defensoría del Pueblo ha identificado que 

durante las movilizaciones al menos 548 personas han desaparecido. Es preocupante que el 
gobierno haya priorizado la inversión en el fortalecimiento de organismos como el Escuadrón 
Móvil Antidisturbios (ESMAD), en armamento y guerra más que en otras necesidades 
sustanciales para la población.  
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A pesar de anunciar una apertura al diálogo, el lenguaje y la actitud del Gobierno Nacional y 
de las Fuerzas Armadas cierran toda posibilidad de desescalar la situación crítica en la que se 
encuentra el país. Se han evidenciado restricciones a derechos fundamentales, limitando la 
difusión de información, suspendiendo temporalmente los servicios de telecomunicaciones 
de redes públicas o privadas, capturando de manera arbitraria a civiles, y se han venido 
ejerciendo otras formas de represión. 
 
Sumado a lo anterior, es importante mencionar que el pasado 9 de mayo, el presidente Iván 
Duque ordenó el máximo despliegue militar como respuesta a las movilizaciones de grupos 

étnicos (minga indígena) exigiéndoles salir de la ciudad y regresar a sus resguardos. Este 
despliegue militar, ha estado acompañado de acciones en las que existen denuncias y 
evidencias de participación y complicidad de la Policía Nacional con presuntos grupos de 
civiles armados para atacar a otros civiles.  
  
 

Por estas razones, desde diversas organizaciones planteamos los siguientes puntos, 
invitando a la comunidad internacional a hacer una veeduría urgente, donde solicitamos: 
  

La creación de una Comisión Internacional de Derechos Humanos conformada por los 
diferentes organismos internacionales competentes y articulada a los esfuerzos locales 
existentes para: 

- Hacer un llamado al Estado colombiano para el cese al fuego inmediato y para detener 
todos los hechos de violencia, respetando el cumplimiento de protocolos de orden y 
seguridad en los espacios de movilización social. 

- Apoyar la investigación y el seguimiento a las denuncias para el esclarecimiento de los 
hechos violentos cometidos en medio de la protesta social en las recientes 

movilizaciones por parte de miembros de la Fuerza Pública: homicidios, amenazas, 
hostigamientos, detenciones arbitrarias, agresiones oculares, desapariciones 
forzadas, torturas y violencia sexual. Lo anterior, procurando una debida reparación 
a las víctimas, con verdad y garantías de no repetición. 

- Generar presión internacional ante el Estado colombiano para que haga una reforma 
policial que suprima las políticas de represión y dinámicas de violencia que perpetúan 
el conflicto armado interno, garantizando que tengan un enfoque de derechos 
humanos según los acuerdos internacionales.  
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- Fortalecer, apoyar y garantizar a los grupos de derechos humanos, de brigadas 
médicas y de medios independientes que hacen presencia en las movilizaciones 
sociales y que han sido afectados y violentados por la fuerza pública.  

- Hacer acompañamiento y verificación para que en los procesos de diálogo nacional se 
garantice la representación de las movilizaciones sociales: grupos étnicos, 
campesinos, mujeres, disidencias sexuales, juventudes, afro, raizales, minorías y 
comunidades vulnerables. Lo anterior para evitar que las conversaciones se queden 
entre actores que no están representando al grueso de la sociedad civil que se está 
manifestando en este momento.  

- Revisar los tratados y los programas de cooperación internacional que están ligados a 
la situación de vulneración de derechos humanos y que han exacerbado la indignación 
social, limitando el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y la 
implementación del Acuerdo de Paz.  

   

¡Súmate a este llamado y firma esta carta! 

sos-colombia.co 

www.sos-colombia.co 

 


